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INFORME DE CONSULTA XXXXXXXXXXX

HONORABLE:
JUZGADO XXXXXXXXXXXXXX
CIUDAD
E.      S.      D.      

	       Referencia:
	Tutela No. 2015-XXXX

	Accionante:
	XXXXXXXXXXX

	Accionada:
	UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS

	Asunto:
	INFORME GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA


De conformidad con la Resolución N° 00113 de 2015 por medio de la cual  se organizan los grupos internos de trabajo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y se crea la Ruta Integral como estrategia de atención que permite mejorar la respuesta institucional a las víctimas del conflicto armado, se decidió delegar en cada una de las Direcciones  la facultad para gestionar, resolver, atender, expedir y suscribir las respuestas a las peticiones, quejas y requerimientos judiciales  generados en el marco de la acción de tutela y demás solicitudes presentadas por los particulares, de acuerdo con las funciones establecidas en el Decreto 4802 de 2011.
Teniendo en cuenta lo mencionado, MARIA EUGENIA MORALES CASTRO, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 31.865.008 de Cali, en mi calidad de Directora Técnica de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, según Resolución de nombramiento No. 00090  de 24 de enero de 2014, procedo a solicitar respetuosamente a su señoría dar por cumplido el fallo de Tutela de la referencia y a su vez solicitar de forma respetuosa REVOCAR la sanción impuesta, basándome en los siguientes términos: 

ANTECEDENTES
1. El señor XXXXXXXXXXX presentó acción de tutela en contra de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales. 

2. El JUZGADO XXXXXXXXXX, decidió tutelar los derechos fundamentales del accionante, mediante fallo.   

3. El JUZGADO XXXXXXXXXXXXX, decidió imponer sancion por desacato.
ACCIONES ENCAMINADAS AL CUMPLIMIENTO DE LA ORDEN JUDICIAL

Conforme la orden impuesta por el  JUZGADO XXXXXXXXXXXX, me permito indicar a su Despacho que  frente al derecho de petición presentado ante esta entidad por el señor XXXXXXXXXXX, en el que solicita el pago de la reparación administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, informamos que éste fue contestado de manera clara, de fondo y mediante comunicación No. ORFEO de fecha XXXXXXXXXXXXXXXX,  que anexo junto con la planilla de envío, en el cual se le informa que en relación con la reparación por vía administrativa por el hecho victimizante declarado, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 2569 de 2014, mediante el cual se reglamentó el acceso priorizado a la Ruta Integral de Atención, Asistencia y Reparación para las Víctimas de Desplazamiento. La ruta en mención inicia con la formulación del PAARI (plan de atención, asistencia y reparación integral) en el cual además de realizar la caracterización de las necesidades, se identifican las carencias en los componentes de alimentación, alojamiento temporal y salud, para determinar el acceso a la atención humanitaria.

Una vez se identifique en el PAARI, que no existen carencias en los componentes que conforman la subsistencia mínima (alimentación, alojamiento temporal y salud) la Unidad para las Víctimas expedirá un acto administrativo motivado en cumplimiento del Decreto 2569 del 2014, suspendiendo la atención humanitaria y en consecuencia se dará inicio al proceso para acceder a las medidas de reparación.

Lo que busca la Unidad para la Atención y Reparación Integral las Víctimas con esta ruta integral, es caracterizar la situación real y actual de cada hogar víctima de desplazamiento forzado, para que con base en ello, se pueda acompañar a los hogares víctimas en el acceso a las medidas, planes, programas y proyectos relacionados con la atención humanitaria en sus etapas de emergencia o transición, así como en la superación de la situación de vulnerabilidad y la reparación integral.

Ahora bien, se entiende que una persona víctima del desplazamiento forzado ha superado la situación de vulnerabilidad cuando se ha estabilizado socioeconómicamente. Para establecer esta superación, se tendrá en cuenta la medición de aspectos como salud, educación, alimentación, generación de ingresos, vivienda y reunificación familiar, ya sea que lo haya logrado con la intervención del Estado o por sus propios medios. Igualmente si de manera voluntaria manifiesta a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que han superado la situación de vulnerabilidad, sin perjuicio de que se realice la respectiva verificación por parte de la Entidad.

Es importante precisar que una vez declarada la superación de la situación de vulnerabilidad, la persona que ha sufrido desplazamiento forzado no pierde la condición de víctima, y será priorizada en el acceso a las medidas de reparación integral a que haya lugar y que se encuentren pendientes.

Por otro lado, el Gobierno Nacional, el 22 de julio de 2014 profirió el Decreto 1377 de 2014, mediante el cual reglamentó por primera vez en el país el acceso a la reparación integral para las víctimas de desplazamiento, y de acuerdo en su artículo 5, la ruta de reparación para las víctimas de desplazamiento forzado inicia cuando la víctima voluntariamente comienza su proceso de retorno o reubicación en un lugar distinto al de expulsión, incluyendo la reubicación en el lugar de recepción, excepcionalmente se puede acceder por fuera de esta ruta cuando los hogares víctimas: (i) estén en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta porque uno de sus integrantes está en condición de discapacidad, por su edad o la composición del hogar; (ii) porque no pudo realizarse su retorno o reubicación por condiciones de seguridad y el hogar víctima no tiene carencias en cuanto a su subsistencia mínima, así lo establece el artículo 7 del Decreto 1377 de 2014 citado. 

Es necesario el cumplimiento de esta ruta para que la Indemnización Administrativa entregada sea realmente “transformadora y se convierta en una solución duradera”, de lo contrario, la Indemnización Administrativa se agotaría como un recurso monetario asistencialista, incumpliendo la política de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado.

En este orden de ideas, en el caso concreto se establece que a partir del 13 de octubre de 2015, será citado el accionante para dar inicio a la Ruta Integral explicada anteriormente,  y sujetado a los criterios de priorización y a la capacidad presupuestal con la que cuenta la Unidad para las Víctimas, solo es posible asignar turno para otorgar la indemnización para el mes de Noviembre de 2015 bajo el código GAC-151130.394.
En este sentido, la Unidad para las Víctimas solicita al Juez considerar que si bien es deseable que la indemnización por vía administrativa se entregue a todas las víctimas en el menor tiempo posible, el sistema debe administrarse de acuerdo con los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad, sin perjuicio de los derechos de las víctimas, cuya garantía está en cabeza de esta Entidad.

 
En el marco de la justicia transicional, la Unidad para las Víctimas ha avanzado progresivamente en la garantía de los derechos de las víctimas, particularmente en el tema del derecho a la reparación integral, pese a las vicisitudes que ello implica, toda vez que el acceso a las medidas de reparación previstas en la Ley 1448 de 2011 se concretan de manera gradual y progresiva, porque no todas las víctimas están en las mismas circunstancias y por lo tanto, dentro del universo de víctimas, es necesario priorizar los casos según cada situación. En desarrollo de lo anterior y dentro del marco de una política de atención integral, diferencial y transformadora, que cuenta con la participación activa de la víctima, la Unidad para las Víctimas ha diseñado una estrategia mediante la cual se identifiquen las necesidades, afectaciones y capacidades, que ha denominado el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral (PAARI), con el fin de promover el goce efectivo de los derechos para mejorar la calidad de vida de las víctimas y contribuir en el proceso hacia la transformación de la realidad social, favoreciendo el desarrollo y reconocimiento como sujeto de derechos. Por esta razón, para determinar la situación concreta de cada núcleo familiar víctima se debe hacer  la ruta de atención, asistencia y reparación integral.

Lo anterior, también teniendo de presente el principio de la sostenibilidad fiscal, que debe cumplir la política de asistencia, atención y reparación de las víctimas, el cual fue establecido en el artículo 19 de la Ley 1448 de 2013, declarado exequible mediante la sentencia C-753 del 30 de octubre de 2013. La Corte Constitucional en el comunicado de prensa de la mencionada sentencia manifestó al respecto: “En los programas masivos de reparación característicos de contextos de violencia generalizada y sistemática en los que un gran número de personas han resultado víctimas, se reconoce la imposibilidad de que un Estado pueda reparar y particularmente indemnizar por completo a todas las víctimas en un mismo momento. Si bien los derechos fundamentales de las víctimas deben ser garantizados de manera oportuna, cuando un Estado se enfrenta a la tarea de indemnizar a millones de personas y no cuenta con los recursos suficientes, es factible plantear estrategias de reparación en plazos razonables y atendiendo a criterios de priorización. Lo anterior no desconoce los derechos de las víctimas sino por el contrario asegura que en cierto periodo de tiempo, y no de manera inmediata, todas serán reparadas. ” (Subrayado fuera de texto).

La respuesta se encuentra ajustada a la normatividad y jurisprudencia, conforme lo ha manifestado la Corte Constitucional en Sentencia T-377 de 2000 (MP. Alejandro Martínez Caballero) que dispone:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (...)”

Teniendo en cuenta lo anterior, es evidente que dentro del caso concreto la orden judicial fue acatada conforme lo estipulado en la sentencia, cesando de esta manera la vulneración de los derechos fundamentales alegados. En consecuencia, de acuerdo con la doctrina que sobre el particular ha expuesto la Corte Constitucional
 y en consideración a las pruebas aportadas, puede señalarse que las afirmaciones invocadas dentro de la presente Acción de Tutela se configuran en UN HECHO SUPERADO. 

PETICIÓN RESPETUOSA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS

Por los argumentos fácticos y jurídicos expuestos y con fundamento en las pruebas aportadas, de manera respetuosa solicito al Honorable Despacho REVOCAR, DAR POR CUMPLIDA Y ARCHIVAR LA SANCIÓN IMPUESTA a la Unidad para las Víctimas, proferida dentro de la acción de tutela de la referencia, toda vez que con las pruebas aportadas se logra probar que esta entidad ha dado cabal cumplimiento a sus funciones legales y a las órdenes judiciales impartidas. 
ANEXOS 


· Respuesta a Derecho de Petición con radicado de salida No. ORFEO   de fecha XXXXXXXXXXX.
· Planilla de impresión de la comunicación la cual es la prueba del inicio del envío a través de la empresa de correo 4/72.
· Resolución No. 113 de 2015 

· Resolución No. 00090  de 24 de enero de 2014.
NOTIFICACIONES

En su despacho y en la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, ubicada en la Carrera 6 No. 14-98 Piso 4 Edificio Santander -Bogotá, D.C

Atentamente,
MARIA EUGENIA MORALES CASTRO 

Directora Técnica de Reparaciones 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Proyectó: Mauricio Z._TIF.
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� T -294 de 1997 y T-457 de 1994.


� Sentencias T-377 de Abril 3 de 2000, M. P. Alejandro Martínez Caballero; y T-1089 de Octubre 12 de 2001, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.





Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Línea Gratuita Nacional 018000 911119

Conmutador: (571)587 7040

Oficina Principal: Calle 16 No 6 - 66 Piso 19. Bogotá D.C

Recepción de correspondencia: Oficina Asesora Jurídica - Carrera 6 No. 14-98 Piso 4 Edificio Santander -Bogotá, D.C

